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Expediente Nº: E/07036/2018

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas  por la Agencia Española de Protección de Datos ante
en  virtud  de  denuncia presentada  por   Dña.  A.A.A. y  teniendo  como  base  los
siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fechas 31 de enero,  7 de junio   y 17 de septiembre de 2018 tuvieron
entrada  en  esta  Agencia  sendos  escritos  de Dña.  A.A.A.  (en  lo  sucesivo  la
reclamante), solicitando la retirada de  una cámara de video-vigilancia  instalada en la
vivienda del  segundo piso de la finca  sita en  ***DIRECCION.1, inmueble en el que
se  encuentra su vivienda.  

La reclamante identifica como propietarios del citado piso a Dña. B.B.B., Don
C.C.C.  y Don D.D.D. , añadiendo que no cuentan con la autorización  del resto de
propietarios de la finca para colocar dicha cámara en un lugar que permite captar el
perímetro de la escalera.  

SEGUNDO: Tras la recepción de la reclamación y los escritos posteriores a la misma,
la  Subdirección  General  de  Inspección  de  Datos  procedió  a  la  realización  de
 actuaciones  previas  de  investigación para  el  esclarecimiento  de  los  hechos
denunciados.

Con fecha 10 de octubre de 2018, se envió  requerimiento de información a los
reclamados, en relación con el sistema de video-vigilancia instalado en el mencionado
domicilio.

Según consta en la “Certificación de Imposibilidad de Entrega” emitido por  la
Sociedad Estatal  Correos y Telégrafos en relación con el citado envío, se realizaron
dos intentos  de  entrega  el  17  y  el  22  de  octubre  de  2018,   con  el  resultado  de
“Ausente”, dejándose aviso en el buzón  para su recogida en la Oficina de Correos,
siendo devuelto a  origen  con fecha  30 de octubre de 2018 por “Sobrante” al no ser
retirado de la oficina. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

De acuerdo con los poderes que el artículo 58.2 del Reglamento (UE) 2016/679
del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la
libre circulación de estos datos (RGPD), de plena aplicación desde el 25 de mayo de
2018,  reconoce  a  cada  autoridad  de  control,  es  competente  para  resolver  esta
reclamación  la  Directora  de  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos,  de
conformidad con el  artículo 47 de la  Ley Orgánica 3/2018,  de 5 de diciembre,  de
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en lo sucesivo
LOPDGDD)
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II

De conformidad con lo  establecido en el  artículo  55 del  RGPD,  la  Agencia
Española de Protección de Datos es competente para desempeñar las funciones que
se  le  asignan  en  su  artículo  57,  entre  ellas,  la  de  hacer  aplicar  el  Reglamento  y
promover  la  sensibilización  de  los  responsables  y  los  encargados  del  tratamiento
acerca  de  las  obligaciones  que  les  incumben,  así  como  tratar  las  reclamaciones
presentadas por un interesado e investigar el motivo de estas.

Corresponde, asimismo, a la Agencia Española de Protección de Datos ejercer
los poderes de investigación regulados en el artículo 58.1 del mismo texto legal, entre
los que figura la facultad de ordenar al responsable y al encargado del tratamiento que
faciliten cualquier información que requiera para el desempeño de sus funciones.

Correlativamente,  el  artículo  31  del  RGPD  establece  la  obligación  de  los
responsables y encargados del tratamiento de cooperar con la autoridad de control
que lo solicite en el desempeño de sus funciones. Para el caso de que éstos hayan
designado un delegado de protección de datos, el artículo 39 del RGPD atribuye a
éste la función de cooperar con dicha autoridad. 

A su vez, la LOPDGDD, en su artículo 67 indica:

“1.  Antes de la  adopción del  acuerdo de inicio de procedimiento,  y una vez
admitida a trámite la reclamación si la hubiese, la Agencia Española de Protección de
Datos podrá llevar a cabo actuaciones previas de investigación a fin de lograr una
mejor determinación de los hechos y las circunstancias que justifican la tramitación del
procedimiento.

La Agencia Española de Protección de Datos actuará en todo caso cuando sea
precisa  la  investigación  de  tratamientos  que  implique  un  tráfico  masivo  de  datos
personales.

2. Las actuaciones previas de investigación se someterán a lo dispuesto en la
Sección 2.ª del Capítulo I del Título VII de esta ley orgánica y no podrán tener una
duración superior a doce meses a contar desde la fecha del acuerdo de admisión a
trámite o de la fecha del acuerdo por el que se decida su iniciación cuando la Agencia
Española de Protección de Datos actúe por propia iniciativa o como consecuencia de
la comunicación que le hubiera sido remitida por la autoridad de control de otro Estado
miembro de la Unión Europea, conforme al artículo 64.3 de esta ley orgánica.”

Del mismo modo, el ordenamiento jurídico interno también prevé la posibilidad
de abrir un período de información o actuaciones previas. En este sentido, el artículo
55 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, otorga esta facultad al órgano competente con el  fin de
conocer  las  circunstancias  del  caso  concreto  y  la  conveniencia  o  no  de  iniciar  el
procedimiento.

III

Las  presentes  actuaciones  de  investigación  han  tenido  como  finalidad
determinar  si el tratamiento de imágenes, al parecer,  efectuado a través de la cámara
de videovigilancia  objeto de reclamación, instalada en la puerta de la vivienda  del
segundo  piso   del  inmueble  que  figura  en  los  escritos  de  reclamación,  cumple  la
normativa de protección de datos, ya que, según la reclamante, no consta acreditado
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que  los  responsables  de  dicho  tratamiento  hayan  obtenido  la  autorización  de  la
Comunidad de Propietarios para captar imágenes de zonas comunes.

La instalación de cámaras de video-vigilancia no está prohibida por nuestro
ordenamiento  jurídico,  si  bien  el  responsable  de  la  instalación  debe  adecuar  el
tratamiento  de  datos  efectuado  al  sistema  de  normas  vigentes  y  a  los  requisitos
exigidos al respecto.

El artículo 5.1 c) del RGPD dispone en relación con los “Principios relativos al
tratamiento” que: 

“1. Los datos personales serán:

“c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines
para los que son tratados («minimización de datos»)”

Los apartados a) y f) del artículo 6.1.del RGPD disponen en relación con la
“Licitud del tratamiento” que: 

“1. El tratamiento sólo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes
condiciones:

a)  el  interesado   dio  su  consentimiento  para  el  tratamiento  de  sus  datos
personales para uno  o varios fines específicos; 

f)  el  tratamiento  es  necesario  para  la  satisfacción  de  intereses  legítimos
perseguidos por el responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre
dichos  intereses  no  prevalezcan  los  intereses  o  los  derechos  y  libertades
fundamentales del  interesado que requieran la  protección de datos personales,  en
particular cunado el interesad sea un niño.

Lo  dispuesto  en  la  letra  f)  del  párrafo  primero  no  será  de  aplicación  al
tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones. “ 

El  artículo  22.1  de  la  LOPD,  relativo  a  “Tratamientos  con  fines  de
videovigilancia”, establece que: 

“1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, podrán llevar a cabo el
tratamiento de imágenes a través de sistemas de cámaras o videocámaras con la
finalidad  de  preservar  la  seguridad  de  las  personas  y  bienes,  así  como  de  sus
instalaciones.” 

Por otra parte, debe señalarse que la decisión de la instalación de cámaras de
videovigilancia en el recinto de una Comunidad de Propietarios debe ser aprobada por
la Junta de Propietarios, según establece la Ley 49/1960, de 21 de julio de Propiedad
Horizontal. 

Así, el artículo 2 de la citada Ley 49/1960, dispone en lo que se refiere a su
ámbito de aplicación: 

“Esta Ley será de aplicación:

a) A las comunidades de propietarios constituidas con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 5.

b) A las comunidades que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 396 del
Código Civil y no hubiesen otorgado el título constitutivo de la propiedad horizontal.
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Estas comunidades se regirán, en todo caso, por las disposiciones de esta Ley
en lo relativo al régimen jurídico de la propiedad, de sus partes privativas y elementos
comunes,  así  como  en  cuanto  a  los  derechos  y  obligaciones  recíprocas  de  los
comuneros.

c) A los complejos inmobiliarios privados, en los términos establecidos en esta
Ley.

d) A las  subcomunidades,  entendiendo  por  tales  las  que  resultan  cuando,  de
acuerdo  con lo  dispuesto  en  el  título  constitutivo,  varios propietarios disponen,  en
régimen de comunidad, para su uso y disfrute exclusivo, de determinados elementos o
servicios comunes dotados de unidad e independencia funcional o económica.  

e) A  las  entidades  urbanísticas  de  conservación  en  los  casos  en  que  así  lo
dispongan sus estatutos.”

Mientras  que  los  apartados  d)  y  e)  del  artículo  14  de  la  misma  Ley
49/1960, establecen que: “Corresponde a la Junta de propietarios: (…)

d) Aprobar o reformar los estatutos y determinar las normas de régimen interior.

e) Conocer y decidir en los demás asuntos de interés general para la comunidad,
acordando las medidas necesarios o convenientes para el mejor servicio común.”

El artículo 17 de la citada Ley, regula el quórums y régimen de la aprobación de
acuerdos por la Junta de Propietarios señalando que:  “Los acuerdos de la Junta de
propietarios se sujetarán a las siguientes reglas: (…)

4. Ningún propietario podrá exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras no
requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad, seguridad y accesibilidad del
inmueble, según su naturaleza y características.

No obstante, cuando por el voto favorable de las tres quintas partes del total de
los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de
participación, se adopten válidamente acuerdos, para realizar innovaciones, nuevas
instalaciones,  servicios  o  mejoras  no  requeridos  para  la  adecuada  conservación,
habitabilidad, seguridad y accesibilidad del inmueble, no exigibles y cuya cuota de
instalación exceda del importe de tres mensualidades ordinarias de gastos comunes,
el disidente no resultará obligado, ni se modificará su cuota, incluso en el caso de que
no pueda privársele de la mejora o ventaja. Si el disidente desea, en cualquier tiempo,
participar de las ventajas de la innovación, habrá de abonar su cuota en los gastos de
realización  y  mantenimiento,  debidamente  actualizados  mediante  la  aplicación  del
correspondiente interés legal.

No  podrán  realizarse  innovaciones  que  hagan  inservible  alguna  parte  del
edificio  para  el  uso  y  disfrute  de  un  propietario,  si  no  consta  su  consentimiento
expreso.

(…)

9.  Los acuerdos válidamente adoptados con arreglo a lo  dispuesto en este
artículo obligan a todos los propietarios”.
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IV

En el caso que nos ocupa, si bien en el expediente no consta acreditado que la
referida cámara de videovigilancia se haya instalado en el lugar indicado mediando
acuerdo adoptado por la  Junta  de Propietarios autorizando la  colocación de dicho
dispositivo  con  fines  de  seguridad,  sin  embargo,  en  la  valoración  conjunta  de  los
elementos  de  prueba  disponibles  también  han  de  tenerse  en  cuenta  otras
circunstancias. Así, no ha podido determinarse, en forma fehaciente, la vinculación de
las personas que la reclamante identifica como propietarias del piso con el  tipo de
tratamiento objeto de reclamación. Del mismo modo, no está acreditado que, en la
actualidad,  dicha  cámara    se  encuentre  en  funcionamiento  o,  de  estarlo,  recoja
imágenes  procedentes  de  zonas  comunes  del  inmueble  (rellano,  perímetro  de  la
escalera), pudiendo limitarse a captar la zona de la puerta de entrada a la vivienda.

Lo  anteriormente  expuesto,  ha  de  conectarse  con  la  vigencia  en  nuestro
Derecho  Administrativo  sancionador  del  principio  de  presunción  de  inocencia
reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución Española, de modo que el ejercicio de
la  potestad  sancionadora  del  Estado, en  sus  diversas  manifestaciones,  está
condicionado al  juego de la  prueba y a un procedimiento contradictorio  en el  que
puedan defenderse las propias posiciones. El  principio de presunción de inocencia
impide imputar una infracción administrativa cuando no se haya obtenido y constatado
una  prueba  de  cargo  que  acredite  los  hechos  que  motivan  la  imputación  o  la
intervención en los mismos del presunto infractor.       

El  Tribunal  Constitucional  (SSTC  131/2003  y  242/2005,  por  todas)  se  ha
pronunciado en ese sentido al indicar que una de las exigencias inherentes al derecho
a la  presunción  de inocencia  es  que  la  sanción  esté  fundada  en  actos  o  medios
probatorios de cargo o incriminadores de la conducta imputada y que recae sobre la
Administración  pública  actuante  la  carga  probatoria  de  la  comisión  del  ilícito
administrativo y de la participación en él del denunciado. 

Por su parte, el artículo 28.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico  del  Sector  Público  establece  como  uno  de  los  principios  de  la  potestad
sancionadora el de la “Responsabilidad”, determinando al respecto que: 

“Sólo  podrán  ser  sancionadas  por  hechos  constitutivos  de  infracción
administrativa  las  personas  físicas  y  jurídicas,  así  como,  cuando  una  Ley  les
reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad  jurídica  y  los  patrimonios  independientes  o  autónomos,  que  resulten
responsables de los mismos a título de dolo o culpa”.

Igualmente, se debe tener en cuenta lo que establece el artículo 53.2 la ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas, establece que: “Además de los derechos previstos en el
apartado  anterior,  en  el  caso  de  procedimientos  administrativos  de  naturaleza
sancionadora, los presuntos responsables, tendrán los siguientes derechos: (…) b) A
la  presunción  de  no  existencia  de  responsabilidad  administrativa  mientras  no  se
demuestre lo contrario”.

Con arreglo a los preceptos citados, y habida cuenta que no se han obtenido
elementos probatorios o indicios razonables que permitan acreditar la existencia del
tratamiento  de datos estudiado,  procede acordar  el  archivo  de las actuaciones de
investigación practicadas. 
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Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos, 

SE ACUERDA:

 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

 NOTIFICAR la presente Resolución a Dña.  A.A.A., Dña. B.B.B., Don C.C.C. y
Don D.D.D..

De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  50  de  la  LOPDGDD,  la
presente Resolución se hará pública una vez haya sido notificada a los interesados. 

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la
LOPD),  y  de conformidad con lo  establecido en los artículos 112 y 123 de la  Ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  los  interesados  podrán  interponer,  potestativamente,
recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta
resolución  o  directamente  recurso  contencioso  administrativo  ante  la  Sala  de  lo
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo
previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí

Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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